
 

 

RESOLUCIÓN Nro. RE-SERCOP-2022-0125 

 

LA DIRECTORA GENERAL 

SERVICIO NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 

 

CONSIDERANDO: 

 

Que, el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador determina que: “El 

derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y 

en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 

autoridades competentes”; 

 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “Las 

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 

servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 

ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 

Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 

cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 

reconocidos en la constitución (…)”; 

 

Que, el artículo 227 de la citada Norma Suprema, señala que: “La administración 

pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de 

eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, 

coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación”; 

 

Que, el artículo 288 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “Las 

compras públicas cumplirán con criterios de eficiencia, transparencia, calidad, 

responsabilidad ambiental y social. Se priorizarán los productos y servicios 

nacionales, en particular los provenientes de la economía popular y solidaria, y 

de las micro, pequeñas y medianas unidades productivas”; 

 

Que,  el artículo 130 del Código Orgánico Administrativo, en relación con la 

competencia normativa de carácter administrativo, señala que: “Las máximas 

autoridades administrativas tienen competencia normativa de carácter 

administrativo únicamente para regular los asuntos internos del órgano a su 

cargo, salvo los casos en los que la ley prevea esta competencia para la máxima 

autoridad legislativa de una administración pública. La competencia regulatoria 

de las actuaciones de las personas debe estar expresamente atribuida en la ley”; 

 



 

Que, el artículo 4 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, 

establece que: “Para la aplicación de esta Ley y de los contratos que de ella 

deriven, se observarán los principios de legalidad, trato justo, igualdad, calidad, 

vigencia tecnológica, oportunidad, concurrencia, transparencia, publicidad, y, 

participación nacional.”; 

  

Que, el artículo 9 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública 

establece que son objetivos prioritarios del Estado en materia de contratación 

pública, entre otros, los siguientes: “1. Garantizar la calidad del gasto público y 

su ejecución en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo; 2. Garantizar 

la ejecución plena de los contratos y la aplicación efectiva de las normas 

contractuales; 3. Garantizar la transparencia y evitar la discrecionalidad en la 

contratación pública; 4. Convertir la contratación pública en un elemento 

dinamizador de la producción nacional; 6. Agilitar, simplificar y adecuar los 

procesos de adquisición a las distintas necesidades de las políticas públicas y a 

su ejecución oportuna (…); 9. Modernizar los procesos de contratación pública 

para que sean una herramienta de eficiencia en la gestión económica de los 

recursos del Estado (…) 11. Incentivar y garantizar la participación de 

proveedores confiables y competitivos en el SNCP”; 

 

Que, de conformidad con lo determinado en el artículo 10 de la LOSNCP-, el 

SERCOP, ejerce la rectoría del Sistema Nacional de Contratación Pública, siendo 

sus atribuciones, entre otras: “(…) 1. Asegurar y exigir el cumplimiento de los 

objetivos prioritarios del SNCP; (…) 9. Dictar normas administrativas, manuales 

e instructivos relacionados con esta Ley; (…) 11.  Incorporar y modernizar 

herramientas conexas al sistema electrónico de contratación pública y subastas 

electrónicas, así como impulsar la interconexión de plataformas tecnológicas de 

instituciones y servicios relacionados; (…)”; 

 

Que, el número 4 del artículo 7 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema 

Nacional de Contratación Pública -RGLOSNCP, establece como atribución del 

Director General del SERCOP: “Emitir la normativa que se requiera para el 

funcionamiento del SNCP y del SERCOP, que no sea competencia del 

Directorio”; 

 

Que, la Disposición General Cuarta del Reglamento ibidem, faculta al Director General 

del Servicio Nacional de Contratación Pública a expedir las normas 

complementarias al mencionado Reglamento, las cuales serán aprobadas mediante 

resolución; 

 



 

Que, mediante Resolución Externa Nro. R.E.-SERCOP-2016-0000072, de 31 de agosto 

de 2016, el Servicio Nacional de Contratación Pública expidió la Codificación y 

Actualización de Resoluciones emitidas por dicho Servicio, la cual se encuentra 

publicada en la Edición Especial del Registro Oficial Nro. 245, de 29 de enero de 

2018, así como en el portal institucional del SERCOP; 

 

Que, el estudio de mercado para la determinación del presupuesto referencial constituye 

un requisito indispensable a ser efectuado por las entidades contratantes en todos 

los procedimientos de contratación pública; sin embargo, en los procedimientos 

efectuados por ínfima cuantía, por constituir éste un procedimiento dinámico, 

resulta imperante dar mayor agilidad al análisis efectuado por las entidades 

contratantes a fin de calcular el presupuesto referencial de sus contrataciones. En 

lo que, respecta al catálogo electrónico, es importante señalar que el Servicio 

Nacional de Contratación Pública, previa a la creación de productos y selección de 

proveedores, efectúa un estudio de mercado a fin de determinar el mejor costo de 

los bienes y servicios a ser catalogados, por lo que resulta inaplicable que las 

entidades contratantes realicen un estudio de mercado previo a efectuar la compra 

de manera directa en el catálogo electrónico; 

 

Que, en los contratos de fiscalización de obras es necesario contar con criterios que den 

certeza respecto al precio acordado y su forma de pago; 

 

Que, aplicando el principio de trato justo para los proveedores del Estado, en el caso de 

los consultores – fiscalizadores, se debe garantizar el reconocimiento de los 

servicios efectivamente prestados, para lo cual es necesario aclarar el mecanismo 

de aplicación de la forma de pago establecida en los modelos de pliegos de 

contratación de consultoría correspondiente al pago por porcentaje de avance de 

obra; 

 

Que, en cumplimiento con el principio de seguridad jurídica y garantizando la 

aplicación de los principios que rigen a la contratación pública, es indispensable 

que el SERCOP, conforme sus facultades, emita una normativa de carácter 

general, respecto a los contratos de fiscalización, con el fin de evitar la 

discrecionalidad por parte de los actores del Sistema Nacional de Contratación 

Pública; 

 

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nro. 69, de 9 de junio de 2021, se designó a la señora 

María Sara Jijón LLM, como Directora General del Servicio Nacional de 

Contratación Pública; y,  

 



 

En ejercicio de sus atribuciones conferidas en los numerales 8 y 9 del artículo 10 de la 

Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, en concordancia con el 

número 4 del artículo 7 y la Disposición General Cuarta del RGLOSNCP, y el artículo 

130 del Código Orgánico Administrativo. 

 

RESUELVE: 

 

EXPEDIR REFORMAS A LA RESOLUCIÓN EXTERNA NRO. RE-SERCOP-

2016-0000072 (REFORMADA), POR LA QUE SE EXPIDIÓ LA 

CODIFICACIÓN Y ACTUALIZACIÓN DE RESOLUCIONES EMITIDAS POR 

EL SERVICIO NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA. 

 

Artículo 1.- Agréguese a continuación del numeral 26, del artículo 2, el siguiente 

numeral: 

 

“26.1.- Estudio de mercado.- Corresponde al análisis efectuado por la entidad 

contratante  para la definición del presupuesto referencial, el cual deberá 

contener las siguientes consideraciones mínimas: 1. Análisis del bien o servicio 

a ser contratado: especificaciones técnicas o términos de referencia; 2. 

Consideración de los montos de adjudicaciones similares realizadas en los 

últimos dos años, previos a la publicación del proceso tanto de la entidad 

contratante como de otras instituciones; 3. Variación de precios locales o 

importados, según corresponda. De ser necesario traer los montos a valores 

presentes, considerando la inflación (nacional y/o internacional); es decir, 

realizar el análisis a precios actuales; y, 4. Siempre que sea posible, se exhorta 

a las entidades contratantes a que cuenten con al menos tres proformas. 

 

En los procedimientos de ínfima cuantía, el estudio de mercado para la 

definición del presupuesto referencial, deberá cumplir únicamente lo 

establecido en los numerales 1 y 4 del inciso precedente. 

 

Se exceptúa el cálculo del presupuesto referencial en los procedimientos de 

Catálogo Electrónico. 

 

En la elaboración de las especificaciones técnicas o términos de referencia por 

parte de la entidad contratante, en el estudio de mercado para la definición del 

presupuesto referencial, así como en la elaboración y entrega de proformas o 

cotizaciones por parte de los proveedores, se deberá desglosar y enumerar de 

forma detallada e individual el bien o servicio, denominado ítem, que conforma 



 

la contratación, especificando el código CPC, la cantidad de unidades 

requeridas y el desglose del precio por cada unidad o ítem, según corresponda. 

 

El desglose y enumeración a los que hace mención el inciso previo se refiere a 

las contrataciones en las que se agrupan varios bienes o servicios en el objeto 

contractual; es decir que, los varios bienes o servicios a contratarse puedan 

individualizarse, diferenciarse y ser plenamente identificables, cuantificables y 

utilizables por sí mismos. 

 

En todos los casos, la entidad contratante deberá realizar un análisis racional y 

minucioso de la contratación a desarrollarse, considerando para el efecto la 

naturaleza de la contratación y sus particularidades especiales, dando 

cumplimiento a los principios previstos en el artículo 4 de la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública. 

 

En los contratos de tracto sucesivo, donde el proveedor se obliga a entregar una 

pluralidad de bienes o prestar una serie de servicios, de forma sucesiva y por 

precio unitario, sin que la cuantía total se definida con exactitud, por estar 

subordinadas a las entregas conforme a la necesidad, la entidad podrá 

establecer una cantidad aproximada o proyectada de acuerdo a los históricos de 

la institución. 

 

Se excluye en los procedimientos de ínfima cuantía para la elaboración y 

entrega de proformas o cotizaciones por parte de los proveedores, el detalle del 

código CPC.” 

 

Artículo 2.- Sustitúyase el segundo numeral, del primer inciso, del artículo 9, por el 

siguiente texto:  

 

“2. Estudio de mercado para la definición de presupuesto referencial.” 

 

Artículo 3.- Agréguese la Sección IV, “NORMAS RELATIVAS A LOS 

CONTRATOS DE FISCALIZACIÓN DE OBRA”, al final del Capítulo I 

“DISPOSICIONES RELATIVAS A LA CONTRATACIÓN DE CONSULTORÍA” del 

Título V “DE LOS PROCEDIMIENTOS DE RÉGIMEN COMÚN”, conforme al 

siguiente texto: 

 

“SECCIÓN IV 

NORMAS RELATIVAS A LOS CONTRATOS DE FISCALIZACIÓN DE 

OBRA 



 

 

Art. 295.1.- Valor del contrato. - Los oferentes deberán detallar en su oferta 

económica los valores unitarios requeridos para la prestación de sus servicios, 

con el desglose de los gastos mensuales del personal, equipos y cualquier otro 

rubro que sirva para la ejecución de la fiscalización.  

 

El valor del contrato corresponderá al definido en el acuerdo final de 

negociación que deberá pagarse en función de los recursos efectivamente 

prestados durante el plazo original previsto en el contrato de fiscalización. 

 

Art. 295.2.-  Forma de pago de los contratos de fiscalización. - En los contratos 

de fiscalización de obra, el pago se lo realizará conforme a las siguientes 

reglas: 

 

a. El pago del monto contractual se realizará de manera mensual y en 

proporción directa con el avance de la obra que se fiscaliza, es decir, el 

valor del contrato de fiscalización se dividirá para el monto del contrato 

de obra y el resultado obtenido se multiplicará por el valor de la planilla 

mensual de obra, el valor resultante de esta última operación 

corresponderá al pago mensual a realizarse por los servicios de 

fiscalización durante el plazo contractual. 

 

b. El fiscalizador presentará un informe mensual de actividades en el que, a 

más de lo previsto en el contrato, deberá: a) establecer el avance del 

contrato de ejecución de obra y dejar constancia de que está o no acorde 

con el cronograma valorado, retrasos y cualquier situación que pueda 

inferir en el pago de la obra; y, b) detallar los recursos humanos, 

equipos y servicios efectivamente asignados a la ejecución del contrato 

de fiscalización en el mes correspondiente. Este informe deberá ser 

aprobado por el administrador del contrato de fiscalización, en el plazo 

de 15 días contados a partir de la entrega por parte del consultor, previo 

al pago respectivo. 

 

c. En la fecha en la que se cumpla el plazo contractual original establecido 

en el contrato de fiscalización, el administrador del contrato elaborará 

un informe técnico económico, en el cual se detallará el estado del 

servicio de fiscalización contratado según los pagos realizados en las 

planillas mensuales de avance y los informes mensuales aprobados; 

adicionalmente, el informe  contendrá el detalle de los recursos 

efectivamente empleados por la fiscalización por concepto de personal, 



 

equipos y cualquier otro rubro contractual, debidamente solicitado por 

el administrador del contrato, a fin de establecer el valor contractual 

real ejecutado.  

 

El valor contractual real ejecutado corresponderá, por lo tanto, a los 

valores de los rubros efectivamente ejecutados por la fiscalización y que 

consten debidamente aprobados en los informes emitidos por el 

administrador del contrato. 

 

El último pago del servicio de fiscalización, correspondiente al plazo 

original del contrato respectivo, corresponderá al monto por los 

recursos efectivamente prestados que constan en los informes mensuales 

de actividades aprobados durante el plazo contractual, descontado el 

valor pagado bajo la figura de porcentaje de avance. 

 

El informe del administrador constituye un requisito previo para los 

pagos mensuales o el último pago del contrato de fiscalización dentro 

del plazo contractual original. 

 

En caso de que se requiera continuar con los servicios de fiscalización 

por un tiempo adicional al plazo contractual original; el administrador 

del contrato, con la debida anticipación a la finalización del plazo 

original del contrato, procederá a realizar el trámite para la 

justificación de las causas técnicas que sustenten la suscripción del 

contrato complementario respectivo. 

 

Cuando el fiscalizador del contrato de obra o el administrador del 

contrato no acuerden suscribir el contrato complementario señalado en 

el inciso anterior, se procederá según lo previsto en los artículos 124 y 

125 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de 

Contratación Pública. 

 

d. De continuarse con la ejecución del contrato de fiscalización de obra y 

habiéndose cumplido lo señalado en el literal anterior, se suscribirá con 

el fiscalizador un contrato complementario por la ampliación de los 

servicios de fiscalización durante el tiempo que reste para cumplir con la 

ejecución del contrato de obra.  

 

En el contrato complementario se establecerán los recursos necesarios 

para la prestación de servicios en el período de prórroga contractual, 



 

con base a los costos y precios unitarios constantes en el contrato de 

fiscalización, por lo que no podrán variar los costos unitarios, sino 

únicamente definir las cantidades y periodicidad de los recursos a ser 

utilizados por los servicios de fiscalización. 

 

El pago del contrato complementario por ampliación del plazo 

contractual, observará las mismas reglas previstas en el presente 

artículo, siendo de manera mensual y en proporción directa con el 

avance de la obra que se fiscaliza. 

  

e. La ejecución de contratos complementarios o costo más porcentaje, que 

impliquen el incremento del valor del contrato de obra, no generarán 

aumento del monto del contrato de fiscalización. 

 

f. En caso de prorrogarse el plazo total del contrato de obra la entidad 

contratante, a través de la máxima autoridad o su delegado, contando 

con el informe del administrador del contrato, procederá a ampliar el 

plazo del contrato de fiscalización, a través de la suscripción del 

respectivo contrato complementario; conforme las reglas previstas en el 

presente artículo. 

 

En ningún caso el contrato complementario de fiscalización superará el 

monto del límite legal establecido. 

 

Art. 295.3.- Suspensiones del plazo del contrato de obra y fiscalización.- En 

caso de suspensión de la ejecución del contrato de obra, la entidad contratante 

analizará la conveniencia o no de que en el proyecto permanezca personal 

mínimo de fiscalización, conforme a las obligaciones contractuales asumidas 

con la entidad contratante. 

 

El período de suspensión no será contabilizado como parte del plazo 

contractual, por lo que, éste no se considerará como prórroga, si por solicitud 

del administrador de contrato se solicita la ejecución de tareas específicas 

durante este período estas deberán ser pagadas de forma mensual con base a 

los precios unitarios constantes en el contrato 

 

Los administradores de. contrato de ejecución de obra y de fiscalización 

deberán emitir un informe en el que conste el estado actual de sus contratos, 

previo al reinicio del contrato de ejecución de obra.” 

 



 

Artículo 4.- Sustitúyase el artículo 336, por el siguiente texto: 

 

“Art. 336.- Uso de la Herramienta “Necesidades de Ínfimas Cuantías” y 

concurrencia de ofertas.- En todas las contrataciones que se efectúen por el 

procedimiento de Ínfima Cuantía, previo al inicio de la misma, las entidades 

contratantes deberán contar con la determinación de la necesidad del objeto de 

contratación, especificaciones técnicas o términos de referencia.  

 

Una vez cumplido el inciso anterior, la entidad contratante dará inicio a la 

selección del proveedor, con la publicación del objeto de la contratación en la 

herramienta "Necesidades Ínfimas Cuantías”, que se encuentra disponible en el 

Portal Institucional del Servicio Nacional de Contratación Pública, cuya 

utilización es de carácter obligatorio. 

Para la publicación de sus necesidades, la entidad contratante deberá́ incluir: el 

tiempo límite que no podrá́ ser menor a un (1) día, para la entrega de 

propuestas físicas o electrónicas con la descripción de los bienes, obras o 

servicios ofertados; el nombre del funcionario responsable de la contratación; 

y, el correo electrónico institucional en el cual se recibirán las propuestas 

económicas.  

Se exhorta a las entidades contratantes a obtener mínimo tres proformas previo 

a la adjudicación. 

De las proformas recibidas, se seleccionará al proveedor cuya oferta cumpla 

con lo determinado en los números 17 y 18 del artículo 6 de la Ley Orgánica del 

Sistema Nacional de Contratación Pública, según corresponda.  

La proforma será considerada como la oferta y su tiempo de validez será el 

fijado por el oferente.” 

Artículo 5.- Al final del artículo 530, agréguese el siguiente numeral: 

 

“5. En los contratos de fiscalización de obra el plazo empieza a correr en la 

misma fecha del contrato de ejecución de obra, salvo que la fiscalización se 

contrate con posterioridad; en este caso, será obligación del administrador del 

contrato de fiscalización coordinar con el administrador del contrato de 

ejecución de obra para establecer la orden de inicio, con base al informe de 

avance de obra presentado por el administrador, fecha a partir de la cual 

correrá el plazo para el pago de los servicios contratados. 

 



 

En este último caso el porcentaje para aplicar la forma de pago por porcentaje 

de avance será el monto del contrato de fiscalización dividido para el monto que 

resta por fiscalizar”  

 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 

 

ÚNICA: El Servicio Nacional de Contratación Pública, reformará los modelos de pliegos 

de los procedimientos de consultoría, en base a lo contemplado en la presente resolución;  

los cuales serán aplicables desde el momento de su publicación, sin perjuicio de las 

actualizaciones del Módulo Facilitador de Compras Públicas que se encuentren en 

proceso de implementación.  

 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

 

ÚNICA.- Queda derogada toda norma jurídica de igual o menor jerarquía que sea 

contraria a los previsto en la presente resolución. 

 

DISPOSICIÓN FINAL  

 

ÚNICA. - La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su publicación en el 

Registro Oficial. 

 

Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, DM, a los 13 días del mes de junio de 

2022. 

 

Comuníquese y publíquese. - 

 

 

María Sara Jijón Calderón, LLM 

DIRECTORA GENERAL 

SERVICIO NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 

 

 

Certifico que la presente Resolución fue aprobada y firmada el día de hoy 13 de junio de 

2022. 

 

 

Mgs. Rocío Pamela Ponce Almeida 

DIRECTORA DE GESTIÓN DOCUMENTAL Y ARCHIVO 

SERVICIO NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 
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